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PETICIÓN 1064-98 
ADMISIBILIDAD
ESTEBAN JUAN MARTÍNEZ PÉREZ
PERÚ

12 de julio de 2010

I.
RESUMEN

1. El 10 de noviembre de 1998 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante también “la Comisión Interamericana”, “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada en nombre propio por Esteban Juan Martínez Pérez (en adelante también “el peticionario” o “la presunta víctima”) en la cual se alega la violación por parte de la República del Perú (en adelante también "Perú", "el Estado" o "el Estado peruano") de los derechos consagrados en los artículos 7, 8, 13, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante también “la Convención Americana” o “la Convención”). El peticionario afirmó haber sido procesado por los delitos de terrorismo, robo agravado y contra el orden financiero y monetario, a raíz de evidencias supuestamente fabricadas por agentes de la Dirección Nacional Contra el Terrorismo (DINCOTE) a finales de 1994. Afirmó que las acusaciones fueron conocidas por jueces con identidad secreta, quienes lo absolvieron de los cargos por terrorismo, pero lo condenaron con relación a los demás delitos sindicados. Manifestó que los operadores de justicia que intervinieron en el proceso penal no tenían competencia para pronunciarse sobre delitos comunes, tales como robo agravado y crimen contra el orden financiero y monetario. 
2. El Estado describió las actuaciones judiciales en el proceso seguido contra el señor Esteban Juan Martínez Pérez y en los recursos interpuestos por sus representantes. Afirmó que la presunta víctima fue procesada y condenada por operadores de justicia competentes y que sus alegaciones sobre vulneraciones a las garantías judiciales fueron desestimadas por diferentes instancias del Poder Judicial peruano, incluyendo la Corte Suprema de Justicia y el Tribunal Constitucional. Finalmente, el Estado indicó que el 5 de enero de 2000 la presunta víctima obtuvo el beneficio de semi-libertad, el cual viene cumpliendo regularmente.   

3. Tras examinar la posición de las partes a la luz de los requisitos de admisibilidad previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención, la Comisión concluyó que es competente para conocer la petición y que la misma es admisible por la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 7, 11, 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento. La Comisión decidió notificar el presente Informe de Admisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 10 de noviembre de 1998 se recibió la petición, la cual fue registrada bajo el número P 1064-98. El peticionario presentó comunicaciones adicionales el 19 de abril de 1999 y 4 de abril de 2006. El 6 de agosto de 2008 las partes pertinentes de esa documentación fueron trasladadas al Estado, otorgándole el plazo de dos meses para que presentara respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH. 

5. El 17 de octubre de 2008 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada al peticionario el 27 de octubre del mismo año. El peticionario presentó comunicaciones adicionales el 16 de diciembre de 2008, 27 de agosto de 2009, 4 de febrero y 8 de abril de 2010. A su vez, el Estado remitió escritos adicionales el 7 de julio, 2 de noviembre y 22 de diciembre de 2009.   
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES


Cuestión previa
6. Durante el trámite de la presente denuncia, el peticionario y el Estado narraron las actuaciones en el proceso contra el señor Esteban Juan Martínez Pérez, conducidas a la luz de un marco legislativo en materia de terrorismo adoptado a partir de 1992 y con vigencia hasta enero de 2003. Antes de describir las posiciones de las partes, la CIDH estima necesario referirse al mencionado marco normativo en el que se inscriben los hechos por ellas planteados. 

Marco legislativo en el cual fue instruido el proceso penal contra la presunta víctima

7. En mayo de 1992 fue promulgado el Decreto Ley No. 25475, el cual tipifica el delito de terrorismo en diferentes modalidades. En agosto del mismo año fue promulgado el Decreto Ley No. 25659, el cual tipifica traición a la patria y establece la competencia de la justicia militar para conocer las acusaciones por este delito. Esos decretos, así como los de número 25708, 25744, 25880 y otras normas complementarias introdujeron al ordenamiento jurídico peruano procedimientos diferenciados y excepcionales de investigación, instrucción y juzgamiento de personas acusadas de terrorismo o traición a la patria.

8. Los decretos que conformaban la denominada “legislación antiterrorista” tenían un difundido propósito de contener la escalada de asesinatos selectivos contra operadores de justicia, ocupantes de cargos electivos y agentes de seguridad, desapariciones, atentados con explosivos, secuestros y otras formas indiscriminadas de violencia contra la población civil en diferentes regiones del Perú, atribuida a grupos insurgentes al margen de la ley. 
9. Entre otros aspectos, esos decretos establecían la incomunicación absoluta de los investigados por un lapso de tiempo determinado;
 la realización de audiencias privadas; el aislamiento celular durante el primer año de cumplimiento de condena;
 y plazos sumarios para la presentación de denuncia y dictamen de sentencia respecto del delito de traición a la patria
. Asimismo, esos decretos prohibían la asistencia de un abogado antes de la primera declaración del investigado ante un representante del Ministerio Público,
 y restringían su actuación en otras etapas del proceso penal; impedían la recusación de magistrados u otros auxiliares de justicia;
 consagraban la figura de jueces y fiscales con identidad secreta (”sin rostro“);
 e impedían el ofrecimiento como testigos de agentes que participaron de la elaboración del atestado policial de detención
.
10. Con relación a las normas de derecho material, los referidos decretos contemplaban la posibilidad de aplicar más de un tipo penal para conductas de similar o idéntica naturaleza, no diferenciaban el elemento subjetivo culposo y doloso,
 y establecían solamente penas mínimas de privación de libertad, sin fijar penas máximas
. 
11. El 12 de mayo de 1992 el Poder Ejecutivo promulgó el Decreto Ley No. 25499, también denominado Ley de Arrepentimiento, el cual reguló la reducción, exención, remisión o atenuación de la pena a personas procesadas o condenadas por el delito de terrorismo que proporcionasen información dirigida a capturar jefes, cabecillas, dirigentes o principales integrantes de organizaciones terroristas
. Mediante el Decreto Supremo Nº 015-93-JUS del 8 de mayo de 1993 el Poder Ejecutivo aprobó el Reglamento de la Ley de Arrepentimiento, el cual establece, entre otras medidas, el secreto o cambio de identidad del declarante arrepentido
. El 31 de octubre de 1994 la Ley de Arrepentimiento perdió su vigencia
.
A. Posición del peticionario
12. Según lo alegado, en octubre de 1994 una persona que se acogió a la Ley de Arrepentimiento sindicó al señor Esteban Juan Martínez Pérez ser el líder de una organización insurgente denominada “Partido Comunista del Perú – Perú Rojo.” Se indica que a raíz de esa declaración, la presunta víctima fue detenida el 24 de octubre de 1994 mientras se trasladaba en un taxi de su propiedad en la ciudad de Lima. Se alega que fue trasladada a calabozos de la DINCOTE, donde fue sometida a diversos interrogatorios. Se aduce que agentes de la policía habrían forjado sus declaraciones y falsificado su firma, todo ello con la aquiescencia de un representante del Ministerio Público y de un abogado que le fuera nombrado de oficio. Se afirma que en noviembre de 1994 la presunta víctima fue presentada en traje de rayas a la prensa escrita y televisada del Perú, siendo acusada de ser un terrorista.
13. De acuerdo con la información presentada, el 9 de noviembre de 1994 el 14º Juzgado Penal Especializado en Casos de Terrorismo dictó auto de apertura de instrucción por el delito contra la tranquilidad pública – terrorismo, previsto en el Decreto Ley No. 25475. El peticionario manifestó que la acusación fiscal que dio origen a la instrucción penal reprodujo el atestado policial de detención y actas de incautación presuntamente forjadas por miembros de la DINCOTE. Arguyó que estas pruebas no pudieron ser controvertidas durante la etapa preliminar de investigación.
14. El peticionario alegó haber planteado ante el Poder Judicial la falsedad del acta de incautación, de la declaración policial y demás diligencias realizadas por agentes de la DINCOTE. Indicó que una prueba grafotécnica habría indicado que la firma en la declaración policial no sería auténtica, sin que ello hubiese sido debidamente valorado por las autoridades judiciales.
15. De acuerdo con la información presentada, el 15 de febrero de 1996 la Sala Penal Especial con Jueces Sin Rostro absolvió al señor Martínez Pérez del delito de terrorismo, condenándolo sin embargo a la pena de 20 años de prisión por robo agravado y delito contra el orden financiero y monetario. Esa información indica que el 3 de junio de 1997 magistrados con identidad secreta de la Corte Suprema de Justicia declararon no haber nulidad en la sentencia condenatoria dictada por la Sala Penal. El peticionario indicó que el 15 de septiembre de 1997 presentó una acción de habeas corpus, requiriendo su excarcelación y la inaplicabilidad de la ejecutoria de 3 de junio de 1997. Alegó que tras ser conocida por una serie de juzgados, la acción fue declarada improcedente el 29 de septiembre de 1998, mediante sentencia firme del Tribunal Constitucional.
16. El peticionario hizo hincapié en que, pese a haber sido sentenciado por delitos comunes, fue procesado y condenado por operadores de justicia con identidad secreta y en el marco de procedimientos especiales previstos en la denominada legislación antiterrorista. Manifestó que los delitos de robo agravado y contra el orden financiero y monetario no conformaron la acusación fiscal y que la apertura de juicio por dichos delitos fue ordenada por una Sala Penal con competencia exclusiva para procesos relacionados con terrorismo. Concluyó que lo anterior resulta en la violación del derecho consagrado en el artículo 8 de la Convención Americana.
17. El peticionario indicó que el 7 de enero de 2000 obtuvo el beneficio de semi-libertad, pero que desde entonces debe reportarse periódicamente al Instituto Nacional Penitenciario y cumplir otras exigencias que considera implicar una restricción ilegítima a su libertad personal. Por último, el peticionario afirmó que el Estado peruano es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 7, 8, 13, 24 y 25 de la Convención.
B.
Posición del Estado

18. El Estado efectuó una narración similar a la del peticionario respecto del proceso penal seguido contra el señor Martínez Pérez entre octubre de 1994 y junio de 1997, y de la acción de habeas corpus interpuesta el 15 de septiembre de 1997. Indicó que en la sentencia dictada el 15 de febrero de 1996, la Sala Penal Especial absolvió a la presunta víctima del delito de terrorismo por considerar que no se habían acreditado los elementos del tipo penal respectivo, en particular la intención de provocar zozobra en la población. Arguyó que el 26 de mayo de 1995 la Sala Penal Especial resolvió complementar la acusación fiscal y pasar el señor Martínez Pérez a juicio oral por el delito de terrorismo y por los de robo agravado y contra el orden financiero y monetario. 
19. El Estado afirmó que la Sala Penal dio por probada la participación del señor Martínez Pérez y otros co-imputados en robos a establecimientos comerciales, con el propósito de recaudar fondos a la organización denominada “Perú Rojo.” Destacó que la Sala Penal advirtió que de los elementos presentados en la acusación fiscal no era posible determinar si la finalidad de los acusados de participar en los robos era de carácter subversivo, por lo cual no era posible valorar el elemento subjetivo del tipo penal previsto en el Decreto Ley No. 25475. Indicó, sin embargo, que las conductas sindicadas se enmarcaban en los tipos penales de robo agravado y de crimen contra el orden financiero y monetario.

20. El Estado sostuvo que los alegatos sobre la incompetencia de la Sala Penal Especial para conocer los delitos de robo agravado y contra el orden monetario y financiero fueron desvirtuados tanto por la Corte Suprema de Justicia, en mérito de recurso de nulidad, como por el Tribunal Constitucional, en el contexto de la acción de habeas corpus interpuesta por Esteban Juan Martínez Pérez.  
21. Alegó que el 5 de enero de 2000 el 4º Juzgado Penal de Lima otorgó el beneficio de semi-libertad al señor Martínez Pérez, quien egresó del Establecimiento Penitenciario San Pedro Lurigancho el 7 de enero del mismo año. Agregó que desde esa fecha la presunta víctima ha cumplido regularmente las medidas restrictivas de su libertad, reportándose periódicamente al Instituto Nacional Penitenciario. 
22. El Estado refirió que entre enero y febrero de 2003 se realizaron reformas legislativas en materia de procesamiento del delito de terrorismo, la cual implicó la nulidad de juicios realizados en la década de noventa conocidos por jueces militares o civiles sin rostro. Sostuvo que este nuevo marco legislativo se adecua a los estándares del sistema interamericano de promoción y defensa de los derechos humanos y a la Constitución Política del Perú. De acuerdo con la información proporcionada por el Estado, el 3 de julio de 2003 la Sala Nacional de Terrorismo dispuso que el proceso penal seguido contra el señor Esteban Juan Martínez Pérez no se enmarcaba en las causales de nulidad establecidas en el Decreto Legislativo Nº 926, toda vez que aquél no fue condenado por el delito de terrorismo, sino por delitos comunes no contemplados en el referido decreto legislativo
.
IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD 
A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión

23. El peticionario se encuentra facultado por el artículo 44 de la Convención para presentar denuncias. La presunta víctima es una persona natural que se encontraba bajo la jurisdicción del Estado peruano a la fecha de los hechos denunciados. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar las peticiones. 

24. La Comisión tiene competencia ratione loci para conocer las peticiones, por cuanto en ellas se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.

25. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. 

26. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se alega la presunta vulneración a derechos protegidos en la Convención Americana. 
B.
Agotamiento de los recursos internos

27. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. 

28. La presente petición alega la violación a disposiciones de la Convención Americana, derivada del juicio penal seguido contra el señor Esteban Juan Martínez Pérez. La información presentada por las partes indica que luego del dictamen de ejecutoria por la Corte Suprema de Justicia el 3 de junio de 1997 la presunta víctima presentó una acción de habeas corpus en la cual planteó la nulidad del proceso penal seguido en su contra, debido a que fue conocido por tribunales incompetentes y al margen de un debido proceso. Las partes han indicado que la referida acción de habeas corpus fue declarada infundada mediante resolución firme del Tribunal Constitucional de 29 de septiembre de 1998.  
29. Con fundamento en las consideraciones anteriores, la CIDH concluye que los recursos de la jurisdicción interna fueron agotados el 29 de septiembre de 1998, encontrándose satisfecho el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana.

C.
Plazo de presentación de la petición

30. El artículo 46.1.b) de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible, es necesario que se haya presentado dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna.
31. De acuerdo a lo establecido supra, los recursos de la jurisdicción interna fueron agotados con la sentencia del Tribunal Constitucional de 29 de septiembre de 1998. Dado que la presente petición fue recibida por la CIDH el 10 de noviembre de 1998, la misma satisface el requisito previsto en el artículo 46.1.b) de la Convención.
D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

32. El artículo 46.1.c) de la Convención dispone que la admisión de las peticiones está sujeta al requisito respecto a que la materia "no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional" y en el artículo 47.d) de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la petición que sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional. En las peticiones consideradas en el presente informe, las partes no han esgrimido la existencia de ninguna de esas dos circunstancias, ni ellas se deducen del expediente.
E.
Caracterización de los hechos alegados

33. A los fines de admisibilidad, la Comisión debe decidir si en la petición se exponen hechos que podrían caracterizar una violación, como estipula el artículo 47.b) de la Convención Americana, si la petición es "manifiestamente infundada" o si es "evidente su total improcedencia", según el inciso c) del mismo artículo. El estándar de apreciación de estos extremos es diferente del requerido para decidir sobre los méritos de una denuncia. La Comisión debe realizar una evaluación prima facie para examinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención y no para establecer la existencia de una violación. Tal examen es un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo.
34. En vista de los elementos de hecho presentados por las partes, la CIDH considera que las circunstancias en las que se habrían dado la detención y procesamiento de la presunta víctima, así como el marco legislativo aplicado en el juicio penal respectivo, y las alegaciones de que habría sido sentenciado por tribunales incompetentes y con identidad reservada, podría caracterizarse la violación a los derechos consagrados en los artículos 7, 8 y 25 en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, todo ello en perjuicio de Esteban Juan Martínez Pérez.
35. Con relación a la alegada presentación del señor Esteban Juan Martínez Pérez a medios de comunicación en traje de rayas y su presunto señalamiento como terrorista por parte de agentes de la DINCOTE, en virtud del principio iura novit curia, la CIDH considera que de probarse tales hechos podría caracterizarse la violación del derecho consagrado en el artículo 11 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. 
36. En cuanto a la alegada violación de los derechos consagrados en los artículos 13 y 24 de la Convención Americana, la CIDH considera que el peticionario no ha presentado elementos suficientes que indiquen la potencial vulneración de tales disposiciones.
37. Finalmente, por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia de estos aspectos del reclamo no resultan evidentes, la Comisión concluye que la petición satisface los requisitos establecidos en los artículos 47.b) y c) de la Convención Americana.     
V.
CONCLUSIONES

38. Con fundamento en las consideraciones de hecho y de derecho expuestas, y sin prejuzgar sobre el fondo de la cuestión, la Comisión Interamericana concluye que la petición satisface los requisitos de admisibilidad enunciados en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y en consecuencia
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar admisible la petición con relación a los artículos 7, 11, 8 y 25 de la Convención Americana en conexión con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento.
2. Declarar inadmisible las alegadas violaciones a los derechos consagrados en los artículos 13 y 24 de la Convención Americana.
3. Notificar esta decisión al Estado y a los peticionarios.

4. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 12 días del mes de julio de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sergio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, Rodrigo Escobar Gil y Luz Patricia Mejía Guerrero, Miembros de la Comisión.

� Decreto Ley No. 25475, art. 12.d.


� Decreto Ley No. 25475, art. 20.


� La investigación, juzgamiento y ejecución penal respecto del delito de traición a la patria fueron regulados por los Decretos Ley No. 25708 y 25744.


� El derecho a ser asesorado por un abogado defensor de libre elección desde las primeras etapas del procedimiento penal fue posteriormente incorporado por el artículo 2 de la Ley 26447.   


� Decreto Ley No. 25475, art. 13.h.


� Mediante la promulgación de la Ley 26671, el 12 de octubre de 1996, desapareció la figura de los jueces y fiscales sin rostro.


� Decreto Ley No. 25744, art. 2.


� Decreto Ley No. 25475, art. 2. 


� Decreto Ley No. 25475, art. 3. 


� Decreto Ley No. 25499, arts. 1.II.a y 1.III.


� Decreto Supremo Nº 015-93-JUS, artículos 8.a y 36.


� El vencimiento de la vigencia de la Ley de Arrepentimiento fue determinado por la Ley 26345 del 30 de agosto de 1994. 


� El artículo 2º del Decreto Legislativo 926 del 20 de febrero de 2003 establece lo siguiente:





La Sala Nacional de Terrorismo, progresivamente en un plazo no mayor de sesenta días hábiles desde la vigencia del presente Decreto Legislativo, anulará de oficio, salvo renuncia expresa del reo, la sentencia y el juicio oral y declarará, de ser el caso, la insubsistencia de la acusación fiscal en los procesos penales por delitos de terrorismo seguidos ante la jurisdicción penal ordinaria con jueces o fiscales con identidad secreta.





La anulación se limitará a las personas condenadas y por los hechos objeto de la condena, así como a los procesados ausentes y contumaces y por los hechos materia de acusación fiscal.





